
HONORABLE ASAMBLEA: 

 

 

 

Diputado Omar Milton López Avendaño, Integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional, Con la facultad que me 

confiere el artículo 46 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala, 9 fracción II, 10 Apartado A fracción II de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Tlaxcala y 114 del Reglamento 

Interior del Congreso del Estado de Tlaxcala; la que suscribe de esta LXIII 

Legislatura del Estado  de Tlaxcala, me  permito presentar ante esta 

Soberanía la presente iniciativa con PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XV DEL ARTÍCULO 54 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE TLAXCALA EN MATERIA 

LABORAL BUROCRÁTICA, con base en  la siguiente: 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

 

La extensa tradición que México ha tenido en sus aportaciones legislativas 

de contenido social, ha sido reconocida por la doctrina jurídica universal, 

otorgando a nuestro país el crédito de haber sido el pionero en elevar a nivel 

constitucional, en 1917, todo un conjunto de normas tutelares del trabajo y la 

seguridad social de obreros y asalariados. De esta forma, el artículo 123 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha sido desde su 

origen durante la redacción en 1917, así como en las múltiples y sucesivas 

reformas, un verdadero paradigma de la justicia social, entendida como un 



proceso de reivindicación de los derechos fundamentales de la clase 

trabajadora. En este contexto, en las primeras décadas del siglo XX los 

movimientos sociales de los servidores del Estado propiciaron la expedición 

de importantes ordenamientos legales que les fueron reconociendo sus 

derechos como trabajadores. 

 

Con el surgimiento en 1960 del apartado B del artículo 123, así como con la 

expedición en 1963 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, reglamentaria de ese apartado, se sentaron las bases del Derecho 

burocrático mexicano moderno, y aunque es cierto que los ordenamientos 

mencionados se refieren al ámbito federal, también lo es que brindaron una 

serie consistente de principios para que los Estados expidieran reglas muy 

similares y de esa forma reconocieran los derechos de los trabajadores que 

prestan sus servicios a los gobiernos estatales y a los ayuntamientos. En 

materia local, los derechos laborales de los trabajadores quedaron asentados 

a nivel constitucional con las reformas que se dieron en esta materia a los 

artículos 115 y 116 de la Constitución Federal. 

 

Las relaciones laborales de los trabajadores al servicio del Estado en México 

han tenido su propia y muy particular evolución. Han producido instituciones 

y procedimientos jurídicos singulares, que si bien se insertan en las luchas 

comunes de los trabajadores mexicanos por lograr mejores condiciones de 

vida para ellos y sus familias, también han adquirido connotaciones 

específicas que deben entenderse con una mayor claridad teórica y con un 

más profundo sentido doctrinario y de legislación. 

 

Así las cosas, el Derecho burocrático, como la rama del derecho social 

encargada de regular las relaciones laborales entre trabajadores y patrón 



(sea éste la Federación, el Estado o municipios), se ha caracterizado por 

contar con un apartado conceptual y teórico complejo. De esta forma, para el 

tratadista Miguel Acosta Romero, el Derecho burocrático es “aquella rama del 

Derecho laboral que se encarga de normar las relaciones entre el Estado y 

sus trabajadores en sus diversos niveles —Federación, Estados y 

Municipios— así como los derechos y obligaciones que de ella surjan”. De 

esta forma y siguiendo a Acosta Romero en su texto Derecho Burocrático 

Mexicano, se puede referir que éste es una disciplina autónoma del Derecho 

social que tiene por objeto regular los derechos y obligaciones de orden 

laboral que surgen entre el Estado y sus servidores, así como establecer las 

bases de justicia que tiendan a equilibrar el disfrute de las garantías sociales 

por parte de los servidores públicos, con el ejercicio y cumplimiento de las 

funciones y tareas públicas que corresponde atender al Estado como 

representante general de la sociedad. 

 

Por otra parte, tomando como referencia el trabajo elaborado por el 

investigador Humberto E. Ricord, denominado “El Derecho burocrático 

mexicano. Materias que lo integran”, se indica que esta rama jurídica tiene 

como misión teleológica a cumplir dos importantes apartados; por una parte, 

lograr la eficacia de la función pública y, por la otra, hacer que la justicia en la 

regulación laboral y en la seguridad social se actualicen para los trabajadores 

al servicio del Estado. Este tratadista afirma que las finalidades primigenias 

de la ley se conjugan en esos dos principios concurrentes que no pueden ser 

contradictorios, porque el desequilibrio que favorece a uno en menoscabo del 

otro constituiría una situación incompatible con el objetivo del Derecho 

burocrático plasmado en la propia ley. 

 



Apoyados en estas ideas, es dable considerar que el Derecho burocrático 

tiende a cumplir toda una serie de valores y fines específicos que son 

inherentes a su naturaleza autónoma, encaminados al estudio y regulación 

de un objeto bien definido  y que, por ende, posee un abundante contenido 

tanto en la esfera federal como en la de las entidades federativas y los 

municipios. De esta forma y dada la estructura federal de nuestro país, los 

tres órdenes de gobierno del Estado tienen diversas competencias para 

regular el trabajo de sus servidores públicos, lo que produce una abundante 

cantidad de disposiciones de orden laboral aplicables a los empleados 

públicos de cada una de esas esferas de gobierno.  

 

Es importante señalar que en cada Estado existe un cúmulo de normas 

laborales en materia burocrática, que incluyen desde la propia Constitución 

de la entidad, hasta las Leyes de orden laboral o de servicio civil así como los 

Reglamentos aplicables en materia laboral de los servidores públicos. Como 

consecuencia de ello, es de apreciarse con facilidad que la autonomía 

legislativa del Derecho laboral burocrático tiene un fundamento extenso, dada 

la gran cantidad de disposiciones normativas que rigen la vida de los 

servidores públicos del Estado tanto a nivel federal como de los Estados y los 

Municipios. 

 

Apoyados en los argumentos hasta ahora vertidos, es importante recalcar 

que en el ámbito de la solución de conflictos del orden laboral burocrático, la 

existencia de instancias especializadas en la materia y el contar con una serie 

de procedimientos que por sus particularidades los distingan suficientemente 

de otras áreas afines, dio pauta a que en la fracción XII del apartado B del 

artículo 123 de la Carta Magna, quedara establecida la existencia del Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje, integrado según lo previsto en la Ley 



reglamentaria. Este Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje encuentra su 

fundamento legal en el numeral en mención de la Constitución Federal así 

como en lo dispuesto por el título séptimo de la correspondiente ley 

reglamentaria. Se trata, por lo tanto, de un órgano del Estado de carácter 

constitucional, formalmente administrativo y materialmente jurisdiccional, 

dotado de plena autonomía para dictar sus resoluciones. 

 

La existencia del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, desde sus 

orígenes,  obedeció a la necesidad de que las controversias que se susciten 

entre los trabajadores al servicio del Estado y los Poderes de la Unión, se 

dirimieran legalmente -excepción hecha del Poder Judicial de la Federación- 

en un ente jurisdiccional especializado que, además de sustanciar 

procedimientos contenciosos, se encarga de conocer los conflictos 

individuales que se susciten entre los titulares de las dependencias 

gubernamentales y sus trabajadores; de los conflictos colectivos que surjan 

entre el Estado y las organizaciones de trabajadores a su servicio; de los 

conflictos entre los miembros de un sindicato de burócratas y su organización 

gremial así como de los conflictos intersindicales en esta esfera, a la par de 

que tiene la responsabilidad de llevar el registro de los sindicatos de 

burócratas federales y otorgar la toma de nota a estos gremios de 

trabajadores del Estado. Luego entonces, debe referirse que el Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje, es un órgano jurisdiccional de legalidad, 

estructurado de manera tripartita y dotado de plena autonomía para dictar sus 

resoluciones y hacer cumplir sus determinaciones. En este somero análisis 

sobre algunos puntos relativos a la naturaleza jurídica del Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje es conveniente también hacer algunas 

consideraciones sobre la integración tripartita que presenta, donde el Estado 

es precisamente quien va a fungir con la calidad de “patrón” de la relación 



laboral y es parte activa del juicio, pues el vínculo de esa relación laboral lo 

establece la ley entre el titular de la dependencia y el trabajador. Fue por 

estas razones que desde la configuración propia del antiguo Tribunal de 

Arbitraje y de las Juntas Arbitrales de las unidades administrativas, previstas 

en el Estatuto Cardenista de 1938, se pensó en una fórmula que fuera 

funcional y resultara equitativa para las partes involucradas, llegando a este 

modelo en el que los representantes designados por el gobierno y por los 

trabajadores, designan a su vez, a un “tercer árbitro”, que fungiría como 

Presidente ya de la Junta arbitral, en su momento, o ahora como Presidente 

en las Sala del Tribunal. Ese modelo propio de integración, que data de 

aquellos años, es el que sigue operando en la actualidad, de acuerdo con lo 

que prevé el artículo 118 de la Ley Federal Burocrática. 

 

En esta materia, debe precisarse que en los Estados, también existen 

Tribunales específicos que tienen la competencia legal de dirimir los conflictos 

que se susciten entre los servidores públicos del propio Estado y de los 

Municipios con el gobierno. Igualmente conocen de los asuntos sindicales e 

inter sindicales de los gremios laborales de cada entidad y, a semejanza del 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, siguen en su organización 

esquemas similares ya que tienen una integración tripartita. También cabe 

señalar que en algunos Estados su Tribunal burocrático está ubicado en el 

Poder Judicial Local, cuestión que sucede en el Estado de Veracruz. A su 

vez, en el Estado de Chihuahua la competencia para conocer de los conflictos 

laborales burocráticos de sus servidores públicos y los de los Municipios está 

atribuida legalmente al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

 

Por cuanto hace a nuestra entidad, debe referirse que el ente encargado de 

atender los asuntos de corte laboral burocrático, por disposición de la Ley 



Laboral de los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus Municipios, 

lo es el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, ente jurisdiccional que 

encuentra su regulación en la fracción XV del artículo 54 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala así como en el Título Octavo 

de la ley en mención, y que actúa como órgano colegiado integrado por un 

representante de los trabajadores de los poderes públicos, municipios, o 

ayuntamientos; un representante patronal y un representante tercer árbitro 

que funge como Presidente. El Tribunal en mención, de acuerdo con la 

Constitución Estatal, cuenta con autonomía técnica para emitir sus 

resoluciones, además de estar dotado de patrimonio propio y plenitud de 

jurisdicción para conocer de conflictos del orden laboral burocrático y de 

seguridad social. 

 

Atendiendo a las características de las que se encuentra dotado el Tribunal 

de Conciliación y Arbitraje del Estado, resulta importante que éste, dentro de 

su organización tripartita, se integre por tres personas profesionales del 

derecho y especializadas en la materia laboral, de tal suerte que con 

independencia del ente que las designe, éstas cuenten con un perfil idóneo 

que garantice una efectiva y expedita solución a los conflictos que se susciten 

entre los servidores públicos del propio Estado y de los Municipios con el 

gobierno, así como los relacionados con la materia sindical de los gremios 

laborales de cada entidad.  

 

Así las cosas, la propuesta de reforma que se plantea a la Constitución 

Política estatal es para efecto de proponer que quienes integren el órgano 

tripartita del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, tengan el carácter 

de magistrados, para estar en armonía con lo dispuesto en la Ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado reglamentaria del apartado B del 



artículo 123 de la Constitución Federal, normatividad que en su artículo 118 

determina que el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje será colegiado, 

integrados por Pleno y Salas y que cada Sala estará integrada por un 

Magistrado designado por el gobierno federal, un magistrado representante 

de los trabajadores y un magistrado tercer árbitro que fungirá como 

presidente de Sala. Asimismo, se propone establecer los requisitos que 

deben cubrir los integrantes de este tribunal laboral estatal, mismos que 

deben ser similares a los exigidos para ser magistrado integrante del Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala, pero además deben cubrir como 

requisito esencial el que sus integrantes cuenten con experiencia en la 

materia laboral; que la duración de los magistrados que deban nombrarse, 

sea por un periodo de seis años, tratándose del magistrado presidente 

mientras que los otros dos magistrados duren en su encargo cuatro años, 

siendo posible que el Magistrado Presidente pueda ser ratificado para un 

periodo igual, previa evaluación que se haga sobre el desempeño de éste. 

De esta forma se garantizará la independencia y autonomía de este órgano 

jurisdiccional al permitir que continúe en el ejercicio del cargo aquel 

funcionario judicial que resulte idóneo, amén de que contribuiría al 

cumplimiento del principio de carrera judicial establecido en la Constitución 

Federal, en el que una de sus características es la permanencia de los 

funcionarios en los cargos como presupuesto de una eficaz administración de 

justicia. Pero sobre todo, con esta posibilidad de ratificación de quien funja 

como presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, se hará 

efectiva la garantía de impartición de justicia a favor de los justiciables en 

materia laboral burocrática, quienes tienen derecho a contar con magistrados 

idóneos,  

 



De considerarse la presente propuesta de reforma, garantizaremos que el 

órgano encargado de resolver los conflictos individuales y colectivos que se 

susciten en materia laboral burocrática, así como los conflictos entre los 

miembros de un sindicato de burócratas y su organización gremial así como 

de los conflictos intersindicales y los temas relacionados con el registro de los 

sindicatos de burócratas sean atendidos con eficiencia y profesionalismo, 

pues el requisito que se propone de que los integrantes del órgano tripartita 

del Tribunal de Conciliación y Arbitraje tengan el carácter de magistrado y, en 

consecuencia, sean profesionales del derecho y conocedores del derecho 

laboral burocrático, que al magistrado presidente se le designe por un periodo 

de seis años con posibilidad a ser ratificado por una sola ocasión, permitirá, 

como se ha dicho con antelación, una eficaz impartición de justicia laboral a 

favor de los justiciables en materia laboral burocrática, quienes tienen 

derecho a contar con magistrados idóneos que se avoquen en forma 

inmediata a conocer y atender todos los asuntos que les sean turnados. Esta 

determinación, sin duda alguna, no representa un acto discriminatorio, sino 

más bien, busca la profesionalización en instancias que por la importancia de 

las funciones que realiza, requieren de un órgano eficiente capaz de 

sustanciar y resolver, conforme a derecho, cada uno de los temas que le son 

encomendados. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito someter a 

consideración de esta Honorable Asamblea, la siguiente iniciativa con 

 

PROYECTO 

DE 

DECRETO 

 



ARTÍCULO ÚNICO. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 46 

fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 

9 fracción II, 10 Apartado A fracción II de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Tlaxcala, SE REFORMA: la fracción XV del artículo 

54 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, para 

quedar como sigue: 

 

Artículo 54. … 

I. a XIV. … 

 

XV. Expedir leyes que regulen las relaciones de trabajo entre los poderes del 

Estado, los municipios, organismos autónomos y los organismos 

paraestatales con sus trabajadores, con base en lo dispuesto por los artículos 

115 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como las relativas al sistema de seguridad social de que deban gozar éstos. 

Para tal efecto se creará un Tribunal de Conciliación y Arbitraje, con 

autonomía técnica para emitir sus resoluciones y patrimonio propio, dotado 

de plena jurisdicción para conocer de los conflictos individuales y colectivos 

de carácter laboral y de seguridad social, integrado por tres magistrados. 

Un Magistrado designado por el sindicato mayoritario de los 

trabajadores de los poderes públicos, municipios, o ayuntamientos; un 

Magistrado designado por la parte patronal de los poderes públicos, 

municipios o ayuntamientos, y un Magistrado tercer árbitro que fungirá 

como Presidente y que será propuesto en terna por el Titular del 

Ejecutivo del Estado y designado por los dos Magistrados anteriores. 

 

Los Magistrados designados para integrar el Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje del Estado, deberán cumplir con los mismos requisitos 



exigibles para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado pero además contar con experiencia acreditable en 

materia de derecho laboral burocrático. El Presidente del Tribunal 

durará en su encargo seis años y podrá ser ratificado para un periodo 

similar, previa evaluación que sobre su desempeño realice el Congreso 

del Estado de Tlaxcala. Los Magistrados representantes de la parte 

patronal y de los Trabajadores, durarán en sus funciones cuatro años y 

podrán ser removidos libremente por quienes los designaron. 

 

El procedimiento para la designación de los Magistrados integrantes del 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje, será el que establezca la Ley 

Laboral de los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala y sus 

Municipios. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor a partir de su 

publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tlaxcala. 

 

Artículo Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se 

contrapongan al presente Decreto. 

 

Artículo Tercero. Al concluir el período por el cual fue electo el actual 

presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, podrá ser ratificado para 

fungir con este mismo cargo, por un período de seis años, previo 

cumplimiento del requisito de evaluación a que se refiere el párrafo segundo 

de la fracción XV del artículo 54 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala. 



Dado en la Sala  de Sesiones del Palacio Juárez, recinto oficial del Poder 

Legislativo del Estado de Tlaxcala, en la ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, 

a los 12 días del mes de marzo de 2020. 

 

 

 

 

DIP. OMAR MILTON LÓPEZ AVENDAÑO 
INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO  

DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 
 

 

 


